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l. Introducción

En un Estado democrático, el derecho de acceso a la información pública 
y la transparencia son dos factores fundamentales que conducen además 
el ejercicio de otros derechos. Esta circunstancia resulta de particular 
importancia para la consolidación, el funcionamiento y la preservación de 
los sistemas democráticos.
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En nuestro país, fue en 1977 que el derecho de acceso a la información 
se incorporó en la Constitución, a través de una reforma al artículo 6° 
constitucional en el marco de una reforma política.

Sin embargo, a pesar de estar reconocido en la Constitución no existía 
un mecanismo o procedimiento para hacer efectivo dicho derecho y fue 
hasta el año 2002, que se promulgó la primera ley de transparencia y se 
creó el organismo garante de la materia como órgano descentralizado de 
la Administración Pública Federal, con el nombre de Instituto Federal de 
Acceso a la Información.

La reforma constitucional del 7 de febrero de 2014, consolidó al ahora 
Instituto Nacional de Transparencia, Acceso a la Información y Protección 
de Datos Personales como un órgano autónomo, especializado en la 
tutela de los derechos de acceso a la información pública y protección de 
datos personales. 

Por último, es importante destacar que el camino recorrido no es largo 
pero es significativo, y sobre todo importante para la consolidación de 
la democracia, han sido dos, los momentos relevantes para la garantía 
institucional del derecho: el primero, la creación del organismo garante; y 
el segundo, su autonomía, momento último que encamina la consolidación 
de la materia. 

ll. Antecedentes de la Institucionalización

El camino que ha recorrido el órgano garante de la transparencia en México 
ha sido relativamente corto. Sin embargo, si analizamos detenidamente, 
la institución garante ha sido objeto de reformas trascendentales que han 
modificado su estructura, atribuciones, facultades y naturaleza jurídica, 
sobre todo en razón de su autonomía. 

Para poder contextualizar al ahora órgano constitucional autónomo, es 
necesario dar un breve recorrido por algunos antecedentes histórico-
jurídicos nacionales relevantes; que han permitido lograr en un primer 
momento la consolidación de los derechos objeto de protección del 
Instituto.

La creación y evolución del derecho de acceso a la información pública 
gubernamental y la protección de datos personales, va ligado en gran 
medida al reconocimiento de las libertades de imprenta y de expresión. 

En el caso mexicano, en la Constitución de 1917, en su artículo 6° se 
consagró la concepción tradicional de la libertad de expresión, sin 
embargo, fue hasta 1977 que el derecho de acceso a la información fue 
incorporado a la Constitución, como parte de una reforma política, por 
medio de la cual se añadió la siguiente frase: “El derecho a la información 
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será garantizado por el Estado”,1 estando así el derecho a la información 
relacionado con la democracia. 

Dicha reforma constitucional constituyó un avance significativo en la 
materia; sin embargo, debido al contexto en el que ésta se dio, se pensó 
que dicha garantía habría sido otorgada como una garantía social en favor 
de los partidos políticos. 

En ese contexto y derivado de que no se contaba con una ley ni con un 
órgano o institución especializada en la materia, los primeros precedentes 
respecto al sentido o alcance de dicho derecho los estableció la Suprema 
Corte de Justicia de la Nación. 

En la primera resolución que nuestro máximo tribunal emitió al respecto,2 
en el expediente AR 10556/83, determinó que el derecho a la información 
era lo mismo o se reducía a ser la expresión de las prerrogativas otorgadas 
a los partidos políticos y que las características de ese derecho, ya de los 
partidos, debía desarrollarse a través de las leyes. Señalando, además, 
que el derecho de acceso a la información no podía tener el carácter 
de garantía individual.3 Lo anterior atendiendo a que dicho derecho se 
incorporó en el marco de la reforma política, tal y como se desprende del 
siguiente razonamiento que incluye la resolución:4

[…] el derecho a la información es una garantía social, 
correlativa a la libertad de expresión, que se instituyó con 
motivo de la llamada “reforma política”, y que consiste 
en que el Estado permita el que, a través de los diversos 
medios de comunicación, se manifieste de manera regular 
la diversidad de opiniones de los partidos políticos; que la 
definición precisa del derecho a la información queda a la 
legislación secundaria, y que no se pretendió establecer una 
garantía individual consistente en que cualquier gobernado, 
en el momento en que lo estime oportuno, solicite y obtenga 
de órganos del Estado determinada información. 

1	 López Ayllón, Sergio, “El acceso a la información como un derecho fundamental: 
la reforma al artículo 6° de la Constitución Mexicana”, Cuadernos de 
transparencia, número 17, México, Instituto Federal de Acceso a la Información 
y Protección de Datos, 2012, p. 14.

2	 Dicha resolución derivó de un recurso de revisión interpuesto por el Maestro 
Ignacio Burgoa en contra de una resolución del Juez Quinto de Distrito en ma-
teria Administrativa del Distrito Federal, como antecedente de una solicitud de 
información que realizó ante la Secretaría de Hacienda y Crédito Público en la 
cual requirió información sobre el monto de la deuda pública en el sexenio de 
López Portillo, sin obtener contestación en breve término.

3	 Cfr. Cossío Díaz, José Ramón, “El derecho a la información en las resoluciones 
de la Suprema Corte de Justicia de la Nación”, Anuario de derecho constitucional 
latinoamericano, México, Konrad-Adenauer-Stiftung A.C., 2002, pp. 308-310. 

4	 Ibídem, p. 309.
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Posteriormente, la propia Suprema Corte de Justicia en 1996,5 estableció 
un nuevo criterio con motivo de una solicitud presentada por el entonces 
Presidente de la República Ernesto Zedillo, para investigar los hechos 
acontecidos en el Vado de Aguas Blancas, en 1995, resolución de la que 
derivó que el Pleno de nuestro máximo Tribunal sostuviera que no se 
estaba ya frente a un mero derecho político, sino frente a una garantía 
individual.

La Corte modificó nuevamente en 1997, su interpretación, al resolver 
el amparo en revisión 2137/93, en el que determinó que el titular del 
derecho de acceso a la información es cualquier particular, es decir, que lo 
consideró como un derecho inherente al individuo, exigible por cada una 
de las personas y judiciable de manera individual.6 

Así, reconocido expresamente el derecho de acceso a la información, 
quedaba pendiente la construcción de un mecanismo o de procedimientos 
para poder ejercer dicho derecho, ante la ausencia de una ley que lo 
reglamentara. En ese contexto, a finales del año 2001, el Ejecutivo Federal 
presentó ante el Congreso de la Unión la iniciativa de la Ley Federal de 
Transparencia y Acceso a la Información.

De este modo, la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información 
Pública Gubernamental (LFAIPG) fue expedida el 11 de junio de 2002 y se 
consolidó como el primer avance hacia la reglamentación del derecho de 
acceso a la información, iniciado tras la reforma de 1977. 

A dicha ley federal, siguieron las leyes de la materia en las entidades 
federativas; sin embargo, éstas no mantuvieron el mismo modelo y se 
advierten criterios discordantes,7 es decir, que a nivel federal y local 
coexistían, como hasta ahora, diversos criterios para ejercitar el derecho 
de acceso a la información.

Por otra parte, con motivo de la expedición de la Ley Federal de Acceso 
a la Información Pública Gubernamental, mediante decreto presidencial 
publicado en el Diario Oficial de la Federación el 24 de diciembre de 2002, 
se creó el Instituto Federal de Acceso a la Información Pública (IFAI), cuyo 
órgano máximo de decisión estaría integrado por cinco Comisionados.

El establecimiento del IFAI como órgano supervisor y garante del 
derecho de acceso a la información pública, fue previsto como un órgano 
descentralizado no sectorizado con personalidad jurídica, patrimonio 
5	 Cossío Díaz, José Ramón, op. cit., p. 305.
6	 Luna Pla, Issa, Movimiento Social del Derecho de Acceso a la Información en 

México, México, UNAM, 2009, p. 23.
7	 Para inicios de 2007 ya se contaban con leyes de la materia en todos los 

estados.
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propio y autonomía operativa, presupuestaria y de decisión. La discusión 
en la creación de este órgano radicó principalmente en la necesidad de 
establecer una institución encargada de garantizar el derecho de acceso 
a la información y la transparencia en la actividad pública gubernamental, 
para el fortalecimiento de las instituciones en general. No obstante, se 
decidió que el nuevo Instituto no podría ser autónomo, dado que su 
consolidación como órgano constitucional derivaría en una reforma a la 
Constitución que retrasaría el proceso legislativo de aprobación de la 
LFTAIPG.8 

Las principales funciones del, entonces, Instituto Federal de Acceso a la 
Información Pública, en términos generales eran las siguientes:9

1.	 Ser el órgano regulador en materia de acceso a la información para 
la administración pública federal;

2.	 Resolver las controversias generadas entre los particulares y la 
administración pública;

3.	 Supervisar el cumplimiento de la Ley, y
4.	 Fomentar el ejercicio del derecho de acceso a la información de los 

gobernados.

Posteriormente, en 200710 se reformó el artículo 6° Constitucional y se 
agregó un segundo párrafo con siete fracciones, mediante el cual se 
establecieron los principios y las bases bajo los cuales se deben regir 
la Federación, los estados y el Distrito Federal en el ámbito de sus 
respectivas competencias para el ejercicio del derecho de acceso a la 
información11. Asimismo, en el Transitorio Segundo, se estableció un año 
8	 Pese a que no fue constituido como un órgano constitucional autónomo, se 

tomaron algunos preceptos normativos del “Grupo Oaxaca” en la realización 
de la LFTAIPG. Señala la Doctora Issa Luna que los preceptos normativos que 
defendió el Grupo Oaxaca tanto a lo largo de su campaña como al momento 
del consenso legislativo y que quedaron plasmados en la ley final fueron, entre 
otros: el principio de publicidad por encima de la reserva; información de oficio 
o rutinaria; procedimiento expedito y gratuito; creación de un órgano garante 
del derecho a la información de las personas; ampliar la aplicación de la ley 
a todos los organismos del gobierno federal, incluyendo instituciones públicas 
autónomas; la prueba del daño; plazo de reserva de la información clasificada 
como reservada por doce años; que la información solicitada por un individuo 
sea pública para todos los demás a través de Internet; el recurso de positiva 
ficta, que ante la inatención de una solicitud de información dentro del plazo 
establecido la autoridad tiene la obligación de responder positivamente al soli-
citante. Luna Pla, Issa, op. cit., p. 133.

9	 Artículo 37, de la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Públi-
ca Gubernamental. Publicada en el Diario Oficial de la Federación, 11 de junio 
del 2002. 

10	 Publicado en el Diario Oficial de la Federación el 20 de julio del 2007.
11	 Máxima publicidad, gratuidad, legitimación activa, deber de publicación básica, 

afirmativa ficta, tiempo de reserva, sanciones, prueba de daño. 
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a efecto de que se expidieran o en su caso se armonizaran las Leyes de 
acceso a la información.12 

Del mismo modo, de la reforma del 2007 se destaca el hecho de que 
las leyes en materia de acceso a la información debían establecer 
mecanismos de acceso y procedimientos de revisión expeditos, mismos 
que habrían de sustanciarse ante “órganos u organismos especializados 
e imparciales, y con autonomía operativa, de gestión y de decisión”. Con 
ello, el Legislativo estableció dos características fundamentales de los 
órganos garantes del derecho de acceso a la información; es decir, éstos 
debían ser entes especializados en tanto que únicamente tuvieran como 
función la materia del derecho de acceso a la información e imparciales, de 
tal manera que se impidiera la subordinación jurídica, orgánica o política 
a cualquier otra autoridad en el ámbito de su competencia. Además, se 
dotaron de autonomía operativa, de gestión y de decisión.13

Otro momento relevante se relaciona con el tema referente a datos 
personales en posesión de particulares. En 2009 se adicionó la fracción 
XXIX, Inciso O, al artículo 73 constitucional, mediante la cual se facultaba 
al Congreso de la Unión para legislar sobre protección de datos personales 
en posesión de particulares, y además, se determinó que en un plazo no 
mayor a un año, el Congreso debía expedir la ley reglamentaria.14 

Derivado de lo anterior, en el mismo año del 2009, el 1° de julio se realizó 
una reforma al artículo 16 constitucional, donde de manera específica 
se introdujeron los llamados derechos ARCO; es decir, los derechos de 
acceso, rectificación, cancelación y oposición de los datos personales, a 
saber:15

Artículo 16. […]
Toda persona tiene derecho a la protección de sus datos 
personales, al acceso, rectificación y cancelación de los 
mismos, así como a manifestar su oposición, en los términos 
que fije la ley, la cual establecerá los supuestos de excepción 
a los principios que rijan el tratamiento de datos, por razones 
de seguridad nacional, disposiciones de orden público, 
seguridad y salud públicas o para proteger los derechos de 
terceros. 

12	 Diario Oficial de la Federación, 20 de julio del 2007.
13	 Cfr. Caballero José Antonio, et al. “El futuro del IFAI: Consideraciones sobre 

su autonomía constitucional”, Publicación Electrónica, núm. 7, México, Instituto 
de Investigaciones Jurídicas, UNAM, 2002, p. 24. Disponible en: http://biblio.
juridicas.unam.mx/libros/7/3196/2.pdf 

14	 Diario Oficial de la Federación, 30 abril del 2009.
15	 Diario Oficial de la Federación, 1 de junio del 2009.
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Como consecuencia de ambas reformas constitucionales del 2009, se 
creó la Ley Federal de Protección de Datos Personales en Posesión 
de los Particulares,16 misma que amplió las atribuciones y facultades 
del entonces IFAI, reconociéndolo como autoridad competente para 
garantizar el derecho a la protección de datos personales en posesión 
de particulares. Aunado a ello, el Instituto modificó su nombre a Instituto 
Federal de Acceso a la Información y Protección de Datos.

Por último, mediante el decreto de fecha 7 de febrero del 2014, por el 
cual se reforman y adicionan diversas disposiciones de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos en materia de transparencia, 
se dotó al entonces IFAI, de autonomía constitucional y se ampliaron sus 
atribuciones y competencias de manera significativa lo que sin duda vino 
a fortalecer la protección de los derechos de acceso a la información y de 
protección de datos personales.

En seguimiento y cumplimiento a esta reforma constitucional se expidió la 
Ley General de Transparencia y Acceso a la Información Pública (LGT), 
la cual fue publicada en el Diario Oficial de la Federación el 4 de mayo 
del 2015, cuestión que nuevamente implicó un cambio de denominación 
del órgano garante, para ser ahora el Instituto Nacional de Transparencia, 
Acceso a la Información y Protección de Datos (INAI). Sin duda, el cambio 
de federal a nacional revela la modificación en su naturaleza jurídica ahora 
constitucionalmente autónoma y con atribuciones determinadas a nivel 
nacional como se verá más adelante.

El papel que había desempeñado el organismo garante toma un giro 
trascendental con el reconocimiento que el Constituyente le ha otorgado 
como órgano constitucional autónomo, el cual lo independiza de la 
administración pública federal y lo pone como un poder independiente de 
los tres poderes clásicos reconocidos por la doctrina política y en la propia 
Constitución mexicana. Ahora el INAI se encuentra como contrapeso a los 
otros poderes públicos existentes.

lll. La Autonomía: Alcances y Retos

El concepto de autonomía tiene sus raíces en los vocablos griegos αυτος 
que significa ‘mismo’, y νομοσ ‘ley’, es decir, significa la potestad para 
darse leyes a sí mismos o dictarse sus propias normas. También, tiene la 
acepción de ‘libre albedrío’ y ‘mando propio.17

16	 Publicada en el Diario Oficial de la Federación, 5 de julio del 2010.
17	 Pedroza de la Llave, Susana Thalía, “Los órganos constitucionales autónomos 

en México”, en Serna de la Garza, José María y Caballero Juárez, José Antonio 
(Coords.), Estado de derecho y transición jurídica, México, UNAM, Instituto de 
Investigaciones Jurídicas, 2002. p. 176.
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En atención a lo anterior, la autonomía es una forma de división del 
poder que debe entenderse como la distribución de competencias sobre 
determinadas materias, sin que se entienda como soberanía, ya que la 
soberanía y autonomía son conceptos excluyentes entre sí, a saber, la 
soberanía aísla a su titular –ya sea éste un individuo o un ente– porque 
prescinde de cualquier contribución proveniente del exterior, intensificando 
al máximo la separación del soberano de todo el resto. Por el contrario, la 
autonomía es una típica situación de relación de independencia relativa, 
porque mantiene una estrecha relación con otros, que con base a este 
vínculo limita la esfera de otros individuos o bien se ve limitado por éstos. 
La relatividad y la elasticidad son las características esenciales de la 
autonomía, así como lo absoluto lo es para la soberanía.18

Al respecto, algunas de las características principales de los órganos 
constitucionales autónomos es que son creados de forma directa por la 
Constitución, cuentan con una esfera de atribuciones constitucionalmente 
determinadas, llevan a cabo funciones esenciales dentro de los Estados 
modernos, no se encuentran orgánicamente adscritos o jerárquicamente 
subordinados a ningún otro órgano o poder y sus resoluciones son 
revisables de acuerdo con lo que establece la Constitución de cada país.19

Adicionalmente, cuentan con autonomía de tipo político-jurídica (capacidad 
de crear normas jurídicas sin la participación de otro órgano estatal); 
administrativa (libertad para organizarse internamente y administrarse 
por sí mismo, sin depender de la administración general del Estado), y 
financiera (que implica que pueden determinar en primer instancia sus 
propias necesidades materiales mediante un anteproyecto de presupuesto 
que normalmente es sometido a la aprobación del Poder Legislativo). 20 

Como se observa, existen diversos elementos que caracterizan a los 
órganos constitucionales autónomos, primordialmente el ser creados 
de manera directa por mandato constitucional, con lo que se busca que 
dichos órganos actúen con independencia en sus decisiones y estructura 
orgánica; asimismo, son depositarios de funciones estatales que por 
su naturaleza necesitan ser desmonopolizadas, especializadas, ágiles, 
independientes, controladas y transparentes ante la sociedad, pero con la 
misma igualdad constitucional.21

Hasta antes de la reforma del 2014 en materia de acceso a la información, 
la autonomía con la que contaba el entonces IFAI –ahora INAI– era la 
de ser un órgano descentralizado no sectorizado de la administración 
18	 Ídem.
19	 Caballero, José Antonio, et. al. op. cit., p. 9.
20	 Pedroza de la Llave, Susana Thalía, op. cit., p. 179.
21	 Cfr. Carrillo Cervantes, Yasbe Manuel. “La división de poderes y los órganos 

constitucionales autónomos en México, propuestas para la reforma del Estado”, 
Revista Alegatos, México, núm. 39, 1998, p. 2. Disponible en: http://www.azc.
uam.mx/publicaciones/alegatos/pdfs/35/39-12.pdf 
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pública federal, con personalidad jurídica, patrimonio propio y autonomía 
operativa, presupuestaria y de decisión. 

En ese contexto, la autonomía de decisión implicaba no estar subordinado 
a autoridad, Secretaría de Estado u organismo alguno y que sus 
actuaciones se basaran en la ley de la materia; la autonomía de gestión 
significaba que podía aprobar sus proyectos de presupuestos y ejercerlos 
con eficacia, eficiencia y transparencia; y la autonomía operativa significa 
una responsable administración con criterios propios.22

Por otra parte, el hecho de que el Instituto perteneciera a la administración 
pública federal como organismo descentralizado, lo hacía estar ligado al 
Poder Ejecutivo, por lo que estaba expuesto a que la ciudadanía pudiera 
poner en tela de juicio su imparcialidad; además de que su competencia 
únicamente se limitaba al ámbito del Poder Ejecutivo Federal, ello toda 
vez que en el artículo 61 de la LFTAIPG quedó establecido que el Poder 
Legislativo Federal, el Poder Judicial de la Federación y los demás 
órganos constitucionales debían establecer sus propios órganos, criterios 
y procedimientos –en el ámbito de sus competencias– para garantizar el 
acceso a la información a los particulares.

Así, con la reforma del 2014 a la Constitución, en materia de transparencia, 
finalmente, se decidió dotar al Instituto de autonomía constitucional, al 
establecer en el artículo 6° que la Federación contará con un organismo 
autónomo, especializado, imparcial, colegiado, con personalidad 
jurídica y patrimonio propio, con plena autonomía técnica, de gestión, 
capacidad para decidir sobre el ejercicio de su presupuesto y determinar 
su organización interna, responsable de garantizar el cumplimiento del 
derecho de acceso a la información pública y a la protección de datos 
personales en posesión de los sujetos obligados en los términos que 
establezca la ley. 

En ese sentido, es importante destacar parte de la justificación para la 
consolidación del ahora INAI como órgano constitucional autónomo. De 
este modo, se hace referencia a la Iniciativa con proyecto de decreto por 
el que se reforman los artículos 6°, 73, 76, 78, 89, 105, 110, 111, 116 y 122 
de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos,23 a saber:

22	 López Ayllón, Sergio, “La creación de la Ley de Acceso a la Información en 
México: Una perspectiva desde el Ejecutivo federal”, en Concha Cantú, Hugo A. 
y López Ayllón (Coords.), Transparentar el Estado: La experiencia mexicana de 
acceso a la información, México, UNAM, Instituto de Investigaciones Jurídicas, 
2005, p. 31.

23	 Gaceta del Senado LXII/1PPO-8/36867. “Iniciativa con proyecto de decreto por 
el que se reforman los artículos 6°, 73, 76, 78, 89, 105, 110, 111, 116 y 122 
de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, que presentan 
Senadoras y Senadores integrantes de los grupos parlamentarios del Partido 
Revolucionario Institucional y del Partido Verde Ecologista de México del 
Senado de la República”, disponible para su consulta en: http://www.senado.
gob.mx/sgsp/gaceta/62/1/2012-09-13-1/assets/documentos/Iniciativa_PRI.pdf 
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(…) es prioritario dotar de plena autonomía constitucional al 
Instituto Federal de Acceso a la Información y Protección de 
Datos (IFAI). Se trata de fortalecer y ampliar la independencia 
y el margen de maniobra del IFAI para consolidarlo como el 
máximo organismo responsable de garantizar el derecho de 
acceso a la información y de protección de datos personales 
en todo el país.

(…) queremos hacer irreversible su desempeño como órgano 
autónomo, ampliar su mandato para todos los poderes, 
organismos y entidades federales, y también asegurar su 
plena desvinculación orgánica con la administración pública 
para asegurar su efectiva vigilancia y la completa garantía 
de los derechos de acceso a la información y protección de 
datos personales en posesión de los entes gubernamentales. 
Se trata sin duda de la vía más segura para garantizar el 
mandato constitucional de máxima publicidad.

Es claro que con dicha reforma, la intención del legislador fue independizar 
orgánicamente al Instituto de la administración pública federal, para 
garantizar que éste, como órgano autónomo se consolide como el 
garante de los derechos de acceso a la información y protección de datos 
personales, como los dos derechos que tutela y que sin duda contribuyen 
a la transparencia y rendición de cuentas. Lo anterior se refuerza con las 
nuevas atribuciones y facultades que con dicha reforma se le otorgaron, por 
lo que el INAI asume un enorme reto y tareas de muy alta responsabilidad 
frente a la sociedad y la nación mexicana para cumplir con lo mandatado 
en dicha reforma.

Para el cumplimiento de sus funciones como órgano constitucionalmente 
autónomo, la estructura del órgano garante tuvo una transformación en 
su naturaleza jurídica, la cual se inició desde el cambio de nombre al 
convertirse en una institución nacional que implica nuevas atribuciones y 
funciones, y de ello, se desprende la necesidad de modificar su estructura 
interna. 

Se aumentó de 5 a 7 el número de comisionados que integran este órgano 
colegiado y la Ley Federal, próxima a expedirse (que habrá de abrogar 
la vigente), regulará lo relativo a la estructura, funciones, integración, 
duración en el cargo de los comisionados, requisitos, procedimientos de 
selección, incompatibilidades, excusas, renuncias, entre otras cuestiones. 

Además, se amplió el catálogo de sujetos obligados, contemplando a 
cualquier autoridad, entidad, órgano u organismo que forme parte de 
alguno de los Poderes Legislativo, Ejecutivo y Judicial, órganos autónomos, 
partidos políticos, fideicomisos y fondos públicos, así como de cualquier 
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persona física, moral o sindicatos que reciban y ejerzan recursos públicos 
o realicen actos de autoridad en el ámbito federal. Cuestión que es de 
celebrarse ya que amplía el ámbito de competencia del Instituto.

Toda vez, que ahora hay nuevos sujetos obligados y nuevas obligaciones, 
surge la necesidad de capacitar bajo los nuevos estándares establecidos, 
tanto por la reforma constitucional como por la LGT, a los funcionarios 
públicos y a toda aquella persona cuyas funciones involucren el manejo 
de recursos públicos o ejercicio de autoridad. Al mismo tiempo se requiere 
concientizarlos de la importancia y trascendencia del cumplimiento de 
tales obligaciones en aras de fortalecer el ejercicio y eficacia de estos 
derechos.

Otra de las características de la autonomía es la independencia en las 
decisiones, ahora vinculantes, que se toman de manera colegiada, mismas 
que son definitivas e inatacables para los sujetos obligados; sin embargo, 
en la LGT24 se prevé la facultad del Consejero Jurídico del Gobierno para 
interponer ante la Suprema Corte de Justicia de la Nación recurso de 
revisión en caso de que considere que las resoluciones del órgano garante 
puedan poner en peligro la seguridad nacional. Esta figura, reglamentada 
en el capítulo IV de la misma ley, puede constituir una medida de control 
para el INAI, toda vez que previo a la reforma únicamente las resoluciones 
podían ser recurridas por los particulares ante el Poder Judicial.

Otro de los cambios relevantes de la reforma, se establece en la fracción 
VII, apartado A, del artículo 6° constitucional, la cual dispone que: “La 
inobservancia a las disposiciones en materia de acceso a la información 
pública será sancionada en los términos que dispongan las leyes”. Al 
respecto, cabe recordar que previo a dicha reforma, el Instituto no contaba 
con facultad para sancionar a los sujetos obligados.

Para tales efectos, en la LGT se prevé en el Título Noveno un capítulo 
para regular lo relativo a las medidas de apremio y otro para regular las 
sanciones. Respecto a las medidas de apremio se establece que podrán 
ser impuestas a los servidores públicos encargados del cumplimiento de 
las resoluciones, 25 o a los miembros de los sindicatos, partidos políticos 
o a la persona física o moral que resulte responsable. Dichas medidas 
podrán consistir en una amonestación pública o en una multa de 150 
hasta 1,500 veces el salario mínimo general vigente en el área geográfica 
de que se trate. 

24	 Artículo 157. 
25	 De este modo, corresponderá a la Ley Federal de la materia y a las leyes de 

las entidades federativas establecer los criterios para calificar las medidas de 
apremio, conforme a la gravedad de la falta y, en su caso, las condiciones 
económicas del infractor y la reincidencia.

Patricia Kurczyn Villalobos   La Autonomía Constitucional del Órgano Garante 149

http://www.juridicas.unam.mx/       https://biblio.juridicas.unam.mx/bjv 
Esta revista forma parte del acervo de la Biblioteca Jurídica Virtual del Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM 

https://revistas-colaboracion.juridicas.unam.mx/

DR © 2015. Instituto Nacional de Administración Pública, A.C. 
http://www.inap.mx/portal/index.php?option=com_content&view=article&id=90&Itemid=483



Por lo que hace a las sanciones, el Instituto tendrá atribuciones para 
sancionar únicamente a aquellos que no cuenten con el carácter de 
servidores públicos, con apercibimientos y multas que van de los 250 a 
los 1,500 días de salario mínimo.

Tratándose de aquellos casos en que el presunto infractor tenga la calidad 
de servidor público, el Instituto o el organismo garante deberá remitir a 
la autoridad competente, junto con la denuncia correspondiente, un 
expediente en que se contengan todos los elementos que sustenten la 
presunta responsabilidad administrativa. Se contempla, además, que la 
autoridad que conozca del asunto deberá informar de la conclusión del 
procedimiento y en su caso, de la ejecución de la sanción órgano garante 
nacional o local, según corresponda.

La imposición de sanciones, un tema altamente discutido, fortalece al INAI 
al contar con mayores medios para el cumplimiento de sus resoluciones, 
y así garantizar la efectividad del derecho de acceso a la información. Por 
ahora, la Ley Federal de Transparencia vigente solamente considera la 
responsabilidad administrativa, esto significa que ante el incumplimiento 
de los sujetos obligados sólo se puede dar vista a sus respectivos 
órganos internos de control. Por lo que poder sancionarlos representa 
un gran avance para erradicar las recurrentes prácticas contrarias a 
la transparencia, al acceso a la información y a la protección de datos 
personales.

Un reto más del INAI que permitirá su consolidación como órgano garante a 
nivel nacional es la construcción y funcionamiento del Sistema Nacional de 
Transparencia, Acceso a la Información y Protección de Datos Personales 
(SNT), integrado por la Auditoría Superior de la Federación, el Archivo 
General de la Nación, el Instituto Nacional de Estadística y Geográfica, los 
organismos garantes de los estados y el Distrito Federal y el propio INAI 
que lo preside.

El SNT permitirá que se construya de manera coordinada y colegiada una 
verdadera política pública en la transparencia, el acceso a la información y 
la protección de datos personales, que dará uniformidad a los criterios entre 
los organismos garantes y, procurará que se garantice la universalidad de 
estos derechos humanos. 

En ese orden de ideas, el primer desafío que estableció la LGT, para el 
Pleno del INAI, fue la instalación del Consejo de este Sistema Nacional de 
Transparencia, que se efectuó el 23 de junio de este año, con la participación 
de todos sus integrantes. El pasado 11 de septiembre se realizó la primera 
sesión del Consejo y se aprobaron los Lineamientos por los cuales se 
habrá de regir. Los organismos garantes estatales quedan representados 
por sus presidentes y entre ellos el funcionamiento queda a cargo de 
coordinaciones regionales. Es de advertirse la importancia y trascendencia 

Revista de Administración Pública Volumen L, No. 3150

http://www.juridicas.unam.mx/       https://biblio.juridicas.unam.mx/bjv 
Esta revista forma parte del acervo de la Biblioteca Jurídica Virtual del Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM 

https://revistas-colaboracion.juridicas.unam.mx/

DR © 2015. Instituto Nacional de Administración Pública, A.C. 
http://www.inap.mx/portal/index.php?option=com_content&view=article&id=90&Itemid=483



que este SNT significa y la seriedad que le reviste, al convertirse en una 
autoridad nacional que impacta en el comportamiento democrático de la 
nación, de ahí que los Lineamientos para su funcionamiento sean una 
pieza normativa supeditada a las leyes y elaborados por la autoridad 
administrativa, en este caso el Consejo Nacional de Transparencia, y no 
por el Poder Legislativo y sus disposiciones entrarán en vigor una vez que 
sean publicados en el Diario Oficial de la Federación. 

De igual manera, en la consolidación como órgano garante nacional en la 
materia, el INAI tendrá la facultad de atracción para conocer de aquellos 
recursos de revisión que se encuentren pendientes de resolución y que 
por su interés y trascendencia así lo ameriten, tanto en materia de acceso 
a la información como de protección de datos personales; asimismo, se 
le otorgó competencia para conocer de los recursos que interpongan los 
particulares en contra de las resoluciones emitidas por los organismos 
autónomos especializados de los estados y el Distrito Federal en las que 
se determine la reserva, la confidencialidad, la inexistencia o la negativa 
de la información, en los términos que establezca la ley. Es decir, el 
INAI se convierte en órgano revisor de las resoluciones de los órganos 
garantes locales, lo cual contribuye a una mayor garantía de los derechos 
de referencia.

Por otra parte, dentro de las consecuencias inherentes a la misma autonomía 
se encuentra la facultad de ejercitar las acciones de inconstitucionalidad 
y las controversias constitucionales.26 Estos medios de defensa 
constitucional establecidos en el artículo 105 de la Carta Magna prevén 
la hipótesis de legitimación para los órganos constitucionales autónomos, 
en la fracción I, inciso l) –relativo a las controversias constitucionales–, y 
en la fracción II, inciso h –relativo a las acciones de inconstitucionalidad–. 
Medios de control que en el mismo sentido se norman en los artículos 2° 
fracción IV; 41 fracciones VI y VII y 42, fracción XV de la LGT conforme.

Otro aspecto relevante consecuente de la autonomía constitucional, 
es el concerniente a las nuevas atribuciones institucionales en materia 
presupuestaria. En ese sentido, en atención a las necesidades del órgano 
garante, se solicita al Congreso de la Unión un presupuesto adecuado y 
suficiente para el funcionamiento efectivo y cumplimiento de lo mandatado 
por la Constitución y las leyes de la materia en concordancia con las leyes 
en materia de presupuesto y responsabilidad hacendaria. Esto quiere 
decir, que como órgano constitucional autónomo, el INAI debe determinar 
en primera instancia sus propias necesidades materiales mediante la 
presentación de un anteproyecto de presupuesto que es sometido a la 
aprobación del Poder Legislativo como se ha hecho para el año 2016. 
26	 Interponer, cuando así lo aprueben la mayoría de sus Comisionados, acciones 

de inconstitucionalidad en contra de leyes de carácter federal, estatal o del 
Distrito Federal, así como de los tratados internacionales celebrados por el 
Ejecutivo Federal y aprobados por el Senado de la República, que vulneren el 
derecho de acceso a la información.
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De lo anterior, debe apuntarse que el INAI, igual que todos los órganos 
autónomos, se constituye en sujeto obligado y como tal debe pregonar 
con su ejemplo y constituirse en un modelo de transparencia y rendición 
de cuentas. Su actuar, su eficiencia y firmeza fortalecerán su autonomía 
que le hará avanzar y consolidar los derechos que tutela.

Así, la autonomía y las nuevas atribuciones del INAI han implicado diversas 
modificaciones para estar a la altura de los grandes retos que implica la 
reforma constitucional y la Ley General de la materia, así como de las 
leyes que aún quedan pendientes de expedirse como lo son la Ley General 
de Protección de Datos Personales, la Ley Federal de Transparencia y 
Acceso a la Información y la Ley General de Archivos. 

IV. Consideraciones Finales

Con la reforma constitucional que dota de autonomía al Instituto Nacional 
de Transparencia, Acceso a la Información y Protección de Datos 
Personales, en términos generales, se fortaleció el derecho de acceso a la 
información pública, ya que otorga a los ciudadanos mayores herramientas 
para hacer efectivo dicho derecho, y al Instituto mayores atribuciones 
para garantizarlo, a la par de que se vigoriza la protección de los datos 
personales, la coordinación entre los órganos garantes y la estructura del 
Instituto ahora como órgano autónomo.

En virtud de lo anterior, es evidente que hay significativos avances que 
sin embargo entrañan grandes retos que el Instituto está en vías de 
asumir para dar cabal cumplimiento, tanto a lo mandatado por la reforma 
constitucional como por la LGT, así como por todas las otras leyes 
que aún están pendientes de expedirse para cumplimentar el mandato 
constitucional, a saber: Ley Federal de Transparencia, Ley General de 
Protección de Datos Personales y Ley General de Archivos.

Por último conviene destacar que la función del órgano garante nacional, 
autónomo, es fundamental en el combate de la corrupción y la consolidación 
de la democracia. 
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